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          COMUNICADO No. 36
                Septiembre 10 y 11 de 2013
 


La ausencia de parámetros, sistema y método previstos en la ley para el recaudo con destino al Fondo de Estabilización  de  recursos que constituyen una contribución parafiscal, desconoce el principio de legalidad tributaria  
	I.  EXPEDIENTE D-9519  -   SENTENCIA  C-621/13  (septiembre 10)
        M.P. Alberto Rojas Ríos



1.
Norma acusada

LEY 1450 DE 2011
(junio 16)
Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014

ARTÍCULO 101. FONDO DE ESTABILIZACIÓN DE PRECIOS DE LOS COMBUSTIBLES. El Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles (FEPC), creado por el artículo 69 de la Ley 1151 de 2007, seguirá funcionando para atenuar en el mercado interno el impacto de las fluctuaciones de los precios de los combustibles en los mercados internacionales. 

Los recursos necesarios para su funcionamiento provendrán de las siguientes fuentes: 

a) Los rendimientos de los recursos que conformen el Fondo;

b) Los recursos de crédito que de manera extraordinaria reciba del Tesoro;

c) Los recursos provenientes de las diferencias negativas, entre el Precio de Paridad internacional y el Precio de Referencia establecido por el Ministerio de Minas y Energía, o quien haga sus veces, cuando existan. 

PARÁGRAFO. A partir de la presente vigencia, los ingresos y los pagos efectivos con cargo a los recursos del Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles - FEPC, que realice la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, en su calidad de administrador de dicho Fondo, no generarán operación presupuestal alguna, toda vez que son recursos de terceros y no hacen parte del Presupuesto General de la Nación.
2.
Decisión

Declarar INEXEQUIBLE el literal c) del artículo 101 de la Ley 1450 de 2011.

3.
Síntesis de los fundamentos

En el presente caso, los problemas jurídicos que le correspondió resolver a la Corte Constitucional, consistieron en determinar: (i) si el literal c) del artículo 101 de la Ley 1450 de 2011, al disponer como fuente de recursos del Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles (FEPC), la diferencia negativa entre el precio internacional y el precio de referencia de los combustibles, creó un recaudo de naturaleza tributaria, sin que sus elementos esenciales hayan sido previstos por dicha disposición o cualquier otra de rango legal, lo que desconocería los artículos 150.12 y 338 de la Constitución Política; y (ii)  si al facultar al Ministerio de Minas y Energía para fijar el precio de referencia de los combustibles en el territorio colombiano, se desconoce el principio de legalidad tributaria previsto en el artículo 338 de la Carta Política, en cuanto el precio fijado en un acto administrativo, es la base gravable de otros impuestos como el IVA, el impuesto global y la sobretasa a los combustibles.

La Corte precisó que, de acuerdo con la ley, el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles (FEPC) fue creado por el artículo 69 de la Ley 1151 de 2007, con el objetivo de atenuar en el mercado interno, el impacto de las fluctuaciones de los precios de los combustibles en los mercados internacionales. Entre otras fuentes de recursos, el artículo 101 de la Ley 1450 de 2011, prevé en el literal c) los provenientes de las diferencias negativas, entre el Precio de Paridad Internacional y el Precio de Referencia establecido por el Ministerio de Minas y Energía, o quien haga sus veces. 

Después de hacer un recorrido por la doctrina y la jurisprudencia en esta materia, la Corporación concluyó que el literal c) del artículo 101 crea una figura de carácter tributario que responde a la naturaleza de un recurso parafiscal. En efecto, en términos generales, la jurisprudencia ha entendido por contribución parafiscal, un recaudo que, con carácter obligatorio, es creado mediante ley, en virtud de la potestad tributaria del Estado, el cual (i) surge de la realización actual o potencial de obras públicas o actividades estatales de interés colectivo, en donde necesariamente debe existir un beneficio para un individuo o grupo de individuos; (ii) configura una prestación que reconoce una inversión estatal, por lo que su producto está destinado a su financiación; (iii) la prestación que surge a cargo del contribuyente es proporcional al beneficio obtenido (art. 338 C.Po.); (iv) el contribuyente no tiene la opción de negarse a la inversión, por cuanto se encuentra comprometido con su pago, habida cuenta del provecho que le reporta, y (v) la contribución, por regla general, es progresiva, pues se liquida de acuerdo con el rédito obtenido (sentencia C-300/11).

En el caso concreto, el mecanismo de estabilización de precios tiene como fundamento el precio de referencia de los combustibles que se establece por el Ministerio de Minas y Energía (Decreto 2173 de 2012, art. 1º) y precio de paridad (internacional), que corresponde al promedio de los precios que los combustibles han presentado en el mes anterior en el mercado de combustibles del Golfo de los Estados Unidos de América. Los refinadores e importadores deben vender su producto al precio de referencia; los días en que ese valor sea superior al precio de paridad internacional -lo que se denomina diferencial de participación- la diferencia por cada galón vendido dentro del territorio colombiano tendrá como destino, el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles, valor que debe ser girado periódicamente por los refinadores e importadores. Se advirtió, que este diferencial no es la única fuente de recursos del Fondo, constituido además, por los rendimientos de sus recursos y los  de crédito que de manera extraordinaria reciba del Tesoro.   
No obstante, la Corte encontró que el caso concreto no existe una ley que establezca el sistema o método y algún parámetro para el cálculo y fijación del precio de los combustibles para el territorio colombiano por parte del Ministerio de Minas y Energía. Si bien es cierto que el artículo 338 de la Constitución establece que la ley puede permitir que las autoridades fijen la tarifa de las contribuciones y las tasas que cobren a los contribuyentes, también lo es que el sistema y el método para definir los costos y beneficios que se deriven de esos tributos y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados siempre por la ley. Es decir, que constitucionalmente, el Ministerio de Minas y Energía puede ser habilitado mediante ley para fijar uno de los elementos del recaudo de naturaleza parafiscal que se establece en la disposición demandada -en este caso, el precio de referencia-  pero esa tarea debe realizarla de conformidad con el sistema, método y parámetros señalados de igual forma, por el legislador. En el mismo sentido, precisó que no se está controvirtiendo como tal, la existencia del Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles, asunto ajeno al problema que le correspondía resolver a la Corte en esta ocasión, circunscrito al principio de legalidad tributaria.
Para la Corporación, la ausencia de norma de rango legal que establezca tal método y parámetros, resulta contraria al principio de legalidad tributaria establecido en el artículo 338 de la Constitución, en tanto que los cuerpos de representación popular habían estado ausentes en la determinación de los elementos definitorios de esta contribución parafiscal. Esta situación, como tantas veces ha explicado la Corte Constitucional, desconoce el contenido de legitimidad democrática que debe caracterizar a los tributos dentro de un Estado democrático. Por consiguiente, el literal c) del artículo 101 de la Ley 1450 de 2011, disposición que servía como fundamento a la contribución parafiscal que conformaba una de las fuentes de recursos del FEPC, fue declarada inexequible.
4.
Salvamentos de voto

Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub se apartaron de la decisión anterior, por cuanto la Corporación debió emitir un fallo inhibitorio por ineptitud sustantiva de la demanda. En su concepto, tal como señalaron los ministerios de Minas y Energía y Hacienda y Crédito Público, el DNP y el Procurador, la demanda parte de una interpretación errada del precepto acusado, pues no es cierto que el valor de la gasolina fijado por el Ministerio de Minas, sea un elemento de la contribución a la que alude el literal acusado. En realidad, la contribución se calcula con fundamento en el precio de referencia, el cual es solamente uno de los factores que determina el precio de la gasolina y corresponde al promedio del precio de paridad internacional de los 60 días inmediatamente anteriores; dicho de otro modo, el precio de referencia que se toma como base para calcular la contribución no es determinado de forma discrecional por el Ministerio de Minas sino que es un criterio objetivo arrojado por el mercado internacional de los combustibles. En este orden de ideas, el demandante sustenta sus cargos en una interpretación subjetiva, lo que significa que no reúne el requisito de certeza.

Por otra parte, si en gracia de discusión se admitiera la aptitud de la demanda, los magistrados Guerrero Pérez y Pretelt Chaljub asumieron posiciones distintas en cuanto a la decisión de fondo. De un lado, el magistrado Guerrero Pérez consideró que la decisión de inexequibilidad del literal c) del artículo 101 de la Ley 1450 de 2011, debía diferirse por un plazo que permitiera la presentación, debate y aprobación de una ley que regule los aspectos ausentes en la norma excluida del ordenamiento jurídico, de manera que la norma continuara rigiendo transitoriamente durante un espacio de tiempo, evitando el impacto que produce para las finanzas públicas, la desaparición abrupta de la disposición. A juicio del magistrado Pretelt Chaljub, en todo caso, el literal demandado debió declararse exequible, ya que los elementos de la obligación sí se encuentran definidos en la ley o es posible deducirlos de ella y, por tanto, no existe violación del principio de legalidad tributaria. En efecto, el sujeto activo es la Nación por intermedio del Ministerio de Hacienda, quien de conformidad con el artículo 69 de la ley 1151 de 2007, debe administrar el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles; los sujetos pasivos son los productores e importadores de los combustibles, pues son ellos quienes pueden identificarse como generadores del producto en el país; el hecho generador es la ocurrencia de una diferencia negativa entre el precio de paridad internacional y el precio de referencia establecido por el Ministerio de Minas, tal como lo señala el literal c) del artículo 101 de la Ley 1450 de 2011; la base gravable es el valor al que asciende esa diferencia negativa, y la tarifa puede identificarse con el 100% del monto de esa divergencia. 
El magistrado Pretelt Chaljub recordó además, que las leyes 39 de 1987 y 26 de 1989 –aún vigentes- otorgaron al Ministerio de Minas la facultad de determinar “horarios, precios, márgenes de comercialización, calidad, calibraciones, condiciones de seguridad, relaciones contractuales y demás condiciones que influyen en la mejor prestación de ese servicio público” de “distribución de combustibles líquidos derivados del petróleo”, facultad con fundamento en la cual puede fijar el precio de referencia de los combustibles, así como el precio de la gasolina. Esas leyes contienen los criterios a los que debe ceñirse el Ministerio para llevar a cabo tales labores.
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